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7034 Sala Segunda. Sentencia 65/2000, de 13 de
marzo de 2000. Recurso de amparo 3.640/96.
Promovido por doña Ana María Patiño Taibo
frente a la Sentencia, y resoluciones posterio-
res, del Juzgado de Primera Instancia núm. 7
de A Coruña recaídas en un proceso de cog-
nición sobre reclamación de cantidad. Vulne-
ración del derecho a la tutela judicial sin inde-
fensión: emplazamiento mediante edictos a la
demandada, sin haber agotado los medios de
comunicación personal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.640/1996, promo-
vido por doña Ana María Patiño Taibo, representada por
el Procurador de los Tribunales don Gabriel Sánchez
Malingre y asistida por el Letrado don José Luis López
Mosteiro, contra la Sentencia del Juzgado de Primera
Instancia núm. 7 de A Coruña, de 6 de octubre de 1994,
recaída en autos de juicio de cognición núm. 328/1994,
y actuaciones posteriores del proceso. Ha comparecido
y formulado alegaciones el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Vicente Conde Martín de
Hijas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal Constitucional el día 9 de octubre
de 1996, don Gabriel Sánchez Malingre, Procurador de
los Tribunales, en nombre y representación de doña Ana
María Patiño Taibo, interpuso recurso de amparo contra
la Sentencia y actuaciones judiciales de las que se ha
hecho mérito en el encabezamiento.

2. De la demanda de amparo, y de la documentación
que a la misma se adjunta, resultan los siguientes ante-
cedentes fácticos:

a) La entidad mercantil «Macobe, S. A.», promovió
demanda de juicio declarativo de cognición contra la
ahora recurrente en amparo, doña Ana María Patiño Tai-
bo, en reclamación de la cantidad de 250.000 pesetas,
más intereses legales. En el escrito de demanda se señaló
como domicilio de la parte demandada la calle Pío XII,
núm. 2, 1.o izquierda, de A Coruña.

b) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A
Coruña, por providencia de 16 de mayo de 1994, acordó
admitir a trámite la demanda y conferir traslado de la
misma a la parte demandada, emplazándola para que
pudiera comparecer en el proceso en el plazo de diez
días hábiles, bajo apercibimiento de ser declarada en
rebeldía.

c) Intentado el emplazamiento de la parte deman-
dada en el domicilio indicado en la demanda —calle Pío
XII, núm. 2, 1.o izquierda, de A Coruña—, el agente judicial
extendió diligencia negativa de emplazamiento, en fecha
25 de mayo de 1994, en la que se hace constar que,
constituido en el mencionado domicilio, «no he podido
practicar el emplazamiento interesado puesto que tras
reiteradas llamadas a la puerta nadie contesta a las mis-
mas y preguntado el vecino del segundo manifiesta que

[en] el piso primero no vive nadie y que le resultaba
desconocida».

d) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A
Coruña, por providencia de 26 de mayo de 1994, dio
traslado a la parte actora del resultado negativo del
emplazamiento intentado a fin de que instare lo que
a su derecho conviniera, solicitando ésta que se pro-
cediese a efectuar la citación y el emplazamiento de
la demandada en la forma prevista por el art. 269 L.E.C.,
fijando la cédula en los estrados del Juzgado y en el
«Boletín Oficial» de la provincia.

e) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A
Coruña, por providencia de 2 de junio de 1994, acordó
emplazar a la demandada por medio de edictos a fijar
en el tablón de anuncios del Juzgado e insertar en el
«Boletín Oficial» de la provincia para que en el plazo
de nueve días pudiera comparecer en el proceso.

f) Publicados los edictos en el tablón de anuncios
del Juzgado y en el «Boletín Oficial» de la provincia y
transcurrido el plazo concedido a la demandada para
comparecer sin haberlo verificado, el Juzgado de Primera
Instancia núm. 7 de A Coruña, por providencia de 1
de septiembre de 1994, de conformidad con el art. 43
del Decreto de 21 de noviembre de 1952 por el que
se desarrolla la base décima de la Ley de 19 de junio
de 1944 sobre normas procesales aplicables en la Jus-
ticia Municipal, acordó declarar a la parte demandada
en rebeldía, tener por contestada la demanda y señalar
fecha para la celebración del juicio, citándose a la deman-
dada para el mencionado acto en los estrados del Juz-
gado y por edictos publicados en el tablón de anuncios.

g) En el acto del juicio la parte demandante propuso
como prueba, entre otras, la confesión de la demandada,
acordando el Juzgado no haber lugar al señalamiento
de dicha confesión al no constar en autos domicilio en
el que pudiera ser citada, requiriendo a la parte actora
para que, en su caso, facilitase el referido domicilio.

La demandante, por escrito registrado en fecha 28
de septiembre de 1994, puso en conocimiento del Juz-
gado que desconocía en ese momento el domicilio de
la demandada al objeto de que fuera citada para la prác-
tica de la prueba de confesión judicial.

El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A Coruña,
por providencia de 30 de septiembre de 1994, al no
constar el domicilio de la demandada en el que pudiera
ser citada para la práctica de dicha prueba, declaró con-
clusos los autos para dictar Sentencia.

h) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A
Coruña dictó Sentencia, en fecha 6 de octubre de 1994,
estimando íntegramente la demanda y condenando, en
consecuencia, a la parte demandada a abonar a la actora
la cantidad de 250.000 pesetas, más los intereses lega-
les, así como al pago de las costas procesales.

La Sentencia fue notificada a la demandada mediante
edictos publicados en el «Boletín Oficial» de la provincia
y en el tablón de anuncios del Juzgado.

i) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A Coru-
ña, por providencia de 12 de diciembre de 1994, acordó,
a instancia de la parte demandante, la ejecución de la
Sentencia, procediendo, sin necesidad de previo reque-
rimiento personal, al embargo de los bienes de la deman-
dada en cantidad suficiente para asegurar la suma de
250.000 pesetas, de importe principal, y la de 175.000
pesetas., en concepto de intereses legales y costas de
ejecución.

Por nuevo proveído de 11 de enero de 1995, se
acordó el embargo como bien de la propiedad de la
demandada del inmueble sito en la calle Pío XII, núm.
2, 1.o izquierda, de A Coruña, librándose mandamiento
al Registrador de la Propiedad núm. 1 de A Coruña,
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a fin de que procediese a la anotación del embargo
practicado.

Dichas resoluciones fueron notificadas a la deman-
dada mediante edictos publicados en el «Boletín Oficial»
de la provincia y en el tablón de anuncios del Juzgado.

j) Habiéndose sufrido un error en la identificación
del inmueble embargado, toda vez que en el núm. 2
de la calle Pío XII de A Coruña sólo existe un piso primero,
y solicitada la mejora del embargo por la parte deman-
dante, el Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A
Coruña, por Auto de 10 de mayo de 1995, estimó pro-
cedente la mejora del embargo respecto al piso 1.o del
núm. 2 de la calle Pío XII de A Coruña, acordándose,
por providencia de 5 de septiembre de 1995, librar man-
damiento al Registrador de la Propiedad núm. 1 de A
Coruña para la anotación del embargo trabado sobre
el inmueble de la demandada.

Las anteriores resoluciones fueron notificadas a la
demandada mediante edictos publicados en el «Boletín
Oficial» de la provincia y en el tablón de anuncios del
Juzgado.

k) Solicitado por la parte demandante el inicio de
la vía de apremio, el Juzgado de Primera Instancia núm.
7 de A Coruña, por providencia de 13 de noviembre
de 1995, acordó requerir por medio de edictos a la parte
demandada para que en el término de seis días pre-
sentase en la Secretaría los títulos de propiedad de la
finca embargada y expedir mandamiento al Registrador
de la Propiedad núm. 1 de A Coruña para que emitiera
certificación en la que constase la titularidad del dominio
y los demás derechos reales de la finca embargada, así
como las hipotecas, los censos o los gravámenes, a los
que estuviera afecta, o si se hallaba libre de cargas.

Diligenciado el mandamiento librado al Registrador
de la Propiedad núm. 1 de A Coruña y emitido informe
por el perito designado por la parte demandante, el Juz-
gado de Primera Instancia núm. 1 de A Coruña, por
providencia de 6 de marzo de 1996, acordó sacar a
pública subasta la finca embargada, señalando para la
celebración de la primera subasta el día 6 de mayo de
1996, a las diez horas; para la segunda, el día 3 de
junio de 1996, a las diez horas, y, en su caso, para
la tercera, el día 1 de julio de 1996, a las diez horas,
lo que fue notificado a la parte demandada mediante
edictos publicados en el «Boletín Oficial» de la provincia
y en el tablón de anuncios del Juzgado.

l) En la fecha señalada para la celebración de la
primera subasta, don Manuel Canosa Trigo ofreció la
suma de 4.700.000 pesetas por el inmueble embargado,
no siendo mejorada su postura por ninguno de los pos-
tores, dándose por concluido el acto.

Por Auto de 20 de mayo de 1996 se aprobó el remate
de la finca subastada por el importe de 4.700.000 pese-
tas a favor de don Manuel Canosa Trigo, acordándose
la adjudicación de la finca a favor del referido rematante.

ll) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A
Coruña, por providencia de 5 de junio de 1996, declaró
firme el anterior Auto de 20 de mayo de 1996, expidió
testimonio para la entrega al adjudicatario de la finca
subastada y acordó, a instancia de la parte demandante,
practicar la tasación de costas.

m) Solicitado por don Manuel Canosa Trillo el desa-
lojo de la finca y que se le diera posesión pacífica de
la misma, se acordó, por providencia de 11 de junio
de 1996, darle posesión de la misma, señalándose a
tal efecto, dado el ignorado paradero de la parte eje-
cutada, el día 26 de junio de 1996, a las diez horas.

En la indicada fecha se constituyó la comisión judicial
del Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A Coruña
en la calle Pío XII, núm. 2, 1.o, de esta ciudad, al objeto

de hacer entrega de la posesión de la vivienda a don
Manuel Canosa Trigo, constando en la diligencia de pose-
sión que «tras repetidas llamadas a la puerta nadie con-
testa a las mismas, por lo que por el cerrajero aportado
se procede a la apertura de la puerta, y una vez en
su interior se observa que el piso se encuentra totalmente
vacío, existiendo una cocina amueblada y tiene energía
eléctrica, agua corriente y teléfono», haciendo entrega
el agente judicial de la posesión de la vivienda a don
Manuel Canosa Trigo.

n) Mediante escrito registrado en fecha 4 de julio
de 1996, la representación procesal de la demandante
de amparo, doña Ana María Patiño Taibo, se personó
en los autos al objeto de que se le diera vista de todas
las actuaciones al haber tenido conocimiento de la exis-
tencia del proceso contra ella promovido.

El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A Coruña,
por providencia de 2 de septiembre de 1996, acordó
tener por personado y parte al Procurador de los Tri-
bunales don Valerio López y López en nombre y repre-
sentación de doña Ana María Patiño Taibo, librándole
testimonio de los autos. Dicha providencia fue notificada
a la representación procesal de la demandante de ampa-
ro el día 16 de septiembre de 1996.

ñ) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de A
Coruña, por Auto de 3 de octubre de 1996, acordó apro-
bar sin ulterior recurso la tasación de costas y liquidación
de intereses practicados en estos autos.

o) La representación procesal de doña Ana María
Patiño Taibo presentó un nuevo escrito en fecha 8 de
octubre de 1996, en el que manifestó que, a la vista
de las actuaciones, de las mismas se derivaban infrac-
ciones de sus derechos constitucionales protegidos por
el art. 24 de la Constitución, así como su intención de
promover recurso de amparo ante el Tribunal Cons-
titucional.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo, la recurrente comienza por afirmar
que la cantidad reclamada por la parte demandante en
el proceso judicial tuvo su origen en la realización de
unos muebles de cocina para su piso, que estaba refor-
mando y, por tanto, no habitado, de la calle Pío XII,
núm. 2, 1.o, de A Coruña, el cual, pese que así se señalaba
en la demanda, no era su domicilio. Éste, como le cons-
taba a la parte demandante dadas las múltiples rela-
ciones que habían mantenido, se encuentra en la calle
Novoa Santos, núm. 19, 6.o, de A Coruña, figurando,
además, su número de teléfono —28 75 36— en una
de las facturas que se adjuntaba como documentación
al escrito de demanda. En este sentido, aporta con la
demanda de amparo certificado de residencia expedido
por el Ayuntamiento de A Coruña en el que consta que
la demandante de amparo vive con su madre desde el
año 1991 en el domicilio indicado —calle Novoa Santos,
núm. 19, 6.o—, así como fotocopia de la lista telefónica
donde aparece el número de teléfono antes reseñado,
a nombre de su madre, como el correspondiente al refe-
rido domicilio.

Tras señalar que el agente judicial al efectuar el empla-
zamiento en la calle Pío XII, núm. 2, 1.o, de A Coruña,
hizo dejación de su labor al preguntar a un solo vecino
por la demandante de amparo, sin hacerlo por el Pre-
sidente de la Comunidad de Propietarios, que sí conocía
su domicilio, pues le pagaba los recibos de la Comunidad,
sostiene que ni la parte demandante ni el órgano judicial
emplearon la diligencia que les era exigible y deseable
en la búsqueda y averiguación de su domicilio, el cual
aquélla conocía, y también podía ser conocido por el
Juzgado al constar en una de las facturas que se adjun-
taba a la demanda, siendo por lo tanto una documen-
tación de obligada y primordial lectura, su número de
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teléfono. Se procedió, en consecuencia, a un rituario
emplazamiento edictal que nunca llegó a conocimiento
de la demandante de amparo, ignorándose de esta forma
que la finalidad de los actos procesales de comunicación
es que lleguen a conocimiento de sus destinatarios, espe-
cialmente la citación o el emplazamiento al proceso, vul-
nerándose con esta forma de actuar el derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión.

A fin de constatar la desidia y negligencia del Juzgado
y de la parte demandante en la búsqueda y averiguación
de su domicilio, la demandante de amparo, quien es
maestra en la localidad, señala que bastaba con dirigir
un simple oficio al Ayuntamiento, pues figura desde el
año 1991 empadronada como residente en A Coruña
en la calle Novoa Santos, núm. 19, 6.o, o efectuar una
llamada telefónica al número que figuraba en las facturas
que se adjuntaban a la demanda de amparo o, en fin,
dirigir un oficio a la Compañía Telefónica o a la Policía
para localizar su domicilio, evitando, de este modo, el
recurso a los edictos que, como reiteradamente tiene
declarado este Tribunal Constitucional, es el último modo
de emplazamiento y, por consiguiente, la quiebra de los
principios de audiencia bilateral, contradicción y defensa.
Debió, por tanto, hacerse con suma cautela el empla-
zamiento o la citación a juicio, que es un acto de gran
trascendencia y no un mero formalismo, como ha ocurri-
do en este caso y así lo revela la actitud del Procurador
de la parte demandante, quien el mismo día en el que
se le dio a conocer la diligencia negativa de emplaza-
miento presentó un escrito manifestando desconocer el
domicilio de la parte demandada sin avisar siquiera a
su Letrado, que no suscribió dicho escrito, o la del órgano
judicial que al día siguiente de ser presentado el escrito
referido por la representación procesal de la parte actora
accedió a lo pedido por ésta sin llevar a efecto ninguna
actuación tendente a averiguar el domicilio de la parte
demandada, lo que, como se ha puesto de manifiesto,
era bastante sencillo.

Pero es que, además, ni siquiera edictalmente se
intentó dar a la parte demandada cabal y certero cono-
cimiento de la demanda, ya que en el edicto publicado
se señalaba como objeto del proceso una reclamación
de 490.000 pesetas, cuando en realidad era de 250.000
pesetas, de modo que aunque hubiese tenido conoci-
miento del emplazamiento edictal no hubiera podido
identificar el verdadero objeto de la demanda y si le
interesaba o no comparecer y contestar o no a la misma.
Tal emplazamiento edictal es nulo por erróneo y ha gene-
rado a la demandante de amparo, por consiguiente, una
situación de indefensión, pues no expresa correctamente
el objeto de la citación, infringiendo de este modo lo
dispuesto en los arts. 272.3 y 274 L.E.C. Asimismo, tam-
poco es cierto que la notificación de su declaración de
rebeldía llevada a cabo en estrados fuera suscrita, como
se hace constar, por testigos, pues no aparece firma
alguna de éstos.

A continuación, después de relatar los siguientes trá-
mites procesales desde su declaración en rebeldía hasta
la diligencia de toma de posesión por el adjudicatario
del piso de su propiedad, de los que no tuvo conoci-
miento alguno, siéndole notificadas las resoluciones dic-
tadas mediante edictos publicados en el «Boletín Oficial»
de la provincia y en el tablón de anuncios del Juzgado,
afirma que fue después de la toma de posesión del piso
de su propiedad por parte del adjudicatario, al encon-
trarse, por sorpresa, en la puerta una copia del acta
de posesión, cuando tuvo por vez primera conocimiento
del proceso, poniéndose en contacto inmediatamente
con un Letrado, el cual, personándose en el proceso,
solicitó testimonio de todas las actuaciones judiciales,
advirtiendo entonces la situación de indefensión en la
que se le había colocado al no haber sido emplazada
personalmente, pese a que en una de las facturas que

se adjuntó a la demanda constaba su número de telé-
fono, a que su domicilio era conocido por el Presidente
de la Comunidad de Propietarios del núm. 2 de la calle
Pío XII de A Coruña, y a que figuraba empadronada en
dicha ciudad.

Estima, en consecuencia, que al no haber sido empla-
zada personalmente en el proceso y haberse procedido
a su emplazamiento por edictos, cuando era bien sen-
cillo, como ha dejado relatado, averiguar su domicilio,
se le ha vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva
sin que en ningún caso pueda producirse indefensión,
reproduciendo al respecto la doctrina recogida en las
SSTC 242/1991, 275/1993 y 108/1995.

Concluye su escrito solicitando de este Tribunal Cons-
titucional que dicte Sentencia en la que se le reconozca
su derecho a la tutela judicial efectiva, declarando la
nulidad de todas las actuaciones procesales realizadas
con posterioridad a la diligencia negativa de emplaza-
miento personal de 26 de mayo de 1994 y a la pro-
videncia de 2 de junio de 1994 por la que se le declaró
en rebeldía, reponiendo las actuaciones a dicho momen-
to procesal para que sea emplazada personalmente en
los autos del juicio declarativo de cognición núm.
328/94.

4. La Sección Cuarta de este Tribunal Constitucio-
nal, por providencia de 15 de abril de 1997, acordó
admitir a trámite la demanda y, en aplicación del art.
51 LOTC, dirigir atenta comunicación al Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 7 de A Coruña a fin de que, en
plazo que no excediera de diez días, remitiese certifi-
cación o fotocopia adverada de las actuaciones corres-
pondientes al juicio de cognición núm. 328/1994,
debiendo previamente emplazar a quienes hubieran sido
parte en el procedimiento, a excepción de la demandante
de amparo, para que pudieran comparecer, si lo desea-
sen, en el plazo de diez días, en el presente proceso
constitucional.

5. La Sección, por nuevo proveído de 9 de junio
de 1997, acordó, de conformidad con lo establecido
en el art. 52.1 LOTC, dar vista de las actuaciones reci-
bidas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal, por
plazo común de veinte días, para que pudieran presentar
las alegaciones que estimaren pertinentes.

6. La demandante de amparo evacuó el trámite con-
ferido mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal Constitucional el día 4 de julio de
1997, en el que sucintamente reiteró las alegaciones
efectuadas en la demanda de amparo.

7. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale-
gaciones en fecha 14 de julio de 1997, en el que interesó
de este Tribunal Constitucional que dictase Sentencia
estimando el recurso de amparo por vulnerar la Sen-
tencia recurrida el derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.).

Tras aludir a la reiterada doctrina constitucional sobre
los actos procesales de comunicación y, en concreto,
sobre el emplazamiento personal de quien ha de ser
parte en el proceso, considera que la aplicación de dicha
doctrina al supuesto ahora examinado ha de conducir
necesariamente a la estimación de la demanda de ampa-
ro, por cuanto la recurrente no ha tenido acceso al pro-
ceso en el que había sido demandada, sin que dicha
situación en modo alguno fuera imputable a su culpa
o falta de diligencia.

El examen de las actuaciones judiciales lleva a la con-
clusión de que el órgano judicial, si hubiera actuado con
la diligencia que le era exigible, habría evitado el des-
conocimiento por la demandante de amparo del proceso,
pues existía la posibilidad de averiguar su domicilio de
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manera fácil, ya que en la factura que se adjuntó con
la demanda se encontraba el número de teléfono corres-
pondiente por lógica a la demandada. De manera que,
frustrado el acto de comunicación pretendido en el domi-
cilio señalado en la demanda, aquella factura pudo uti-
lizarse para averiguar fácilmente el domicilio de la parte
demandada, lo que no representaba dificultad alguna,
al bastar una mera llamada telefónica, ni suponía un
plus de diligencia, imposible de exigir al órgano judicial.
Éste, además, pudo oficiar a las autoridades adminis-
trativas la identidad de la demandada para conocer su
domicilio.

La falta de diligencia del órgano judicial en averiguar
el domicilio de la ahora recurrente en amparo ha supues-
to que ninguno de los actos procesales fueran conocidos
por ella, lo que le impidió poder acudir al proceso y
defenderse.

En definitiva, el órgano judicial no ha desarrollado
la diligencia que le era exigible, por mandato constitu-
cional, para que el acto de comunicación fuese real y
efectivo, es decir, para que cumpliera con su finalidad
y no quedara reducido a una simple formalidad y al cum-
plimiento de un mero trámite, lo que se ha traducido
en una quiebra del derecho fundamental de la deman-
dante de amparo de acceso al proceso (art. 24.1 C.E.).
Por el contrario, si el órgano judicial hubiese actuado
con la diligencia que requiere la repercusión constitu-
cional del acto de comunicación para la efectividad del
principio de bilateralidad y contradicción, debía de haber
efectuado el emplazamiento en el verdadero domicilio
de la demandante de amparo, que fácilmente podía
haber localizado con una simple llamada telefónica u
oficiando a la correspondiente autoridad administrativa.

8. Por providencia de 9 de marzo de 2000, se señaló
para la deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 13 siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión que se suscita en el presente proceso
constitucional consiste en determinar si ha resultado vul-
nerado el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
C.E.) de la recurrente en amparo, como consecuencia
de haber sido emplazada por edictos en el proceso de
cognición seguido contra ella ante el Juzgado de Primera
Instancia núm. 7 de A Coruña, una vez que resultó infruc-
tuosa la diligencia de emplazamiento personal intentada
en el domicilio señalado en la demanda.

La solicitante de amparo afirma en algún pasaje de
su demanda que la parte demandante en el proceso
judicial previo conocía su verdadero domicilio, dadas las
múltiples relaciones que habían mantenido, a la vez que
sostiene que ni aquélla ni el órgano judicial emplearon
la diligencia que les era exigible en la localización del
mismo, pues en una de las facturas que se adjuntó con
la demanda y que, por lo tanto, constituía un documento
de obligada y primordial lectura, figuraba el número de
teléfono de su domicilio. A tal efecto, aporta con la
demanda de amparo un certificado de empadronamiento
expedido por el Ayuntamiento de A Coruña en el que
consta que reside con su madre desde el año 1991
en la calle Novoa Santos, núm. 19, 6.o, de dicha ciudad,
así como una fotocopia de la lista telefónica donde apa-
rece el número de teléfono antes referenciado a nombre
de su madre y como correspondiente al mencionado
domicilio. Bastaba, por tanto, con dirigir un simple oficio
al Ayuntamiento de A Coruña, o efectuar una llamada
telefónica al número que figuraba en una de las facturas,
o, en fin, remitir un oficio a la Compañía Telefónica o
a la Policía para averiguar su domicilio y, evitar, de este
modo, el emplazamiento por edictos y como consecuen-

cia del mismo la situación de indefensión material que
se le ha causado.

Por su parte, el Ministerio Fiscal considera que, si
hubiera actuado con la diligencia que le es exigible, el
órgano judicial habría evitado el desconocimiento por
la demandante de amparo del proceso, pues fácilmente
se podía localizar su domicilio, mediante una simple lla-
mada de teléfono al número que figuraba en una de
las facturas que se adjuntaron con la demanda y que
no podía sino corresponder, por lógica, al teléfono de
la recurrente en amparo. Tal actuación no suponía para
el órgano judicial ninguna dificultad, ni un plus de dili-
gencia imposible de exigirle, pudiendo además haber
oficiado a las autoridades administrativas la identidad
de la parte demandada para conocer su domicilio.

2. Con carácter previo a cualquier otra considera-
ción, ha de señalarse que en modo alguno queda míni-
mamente acreditado en el presente supuesto, a partir
de la documentación que se adjunta con la demanda
de amparo y de las actuaciones remitidas por el Juzgado
de Primera Instancia, que la parte demandante en el
proceso judicial previo a esta vía de amparo conociese,
como afirma la recurrente en amparo, el verdadero domi-
cilio de ésta y lo hubiese ocultado al órgano judicial.
De haber concurrido tal circunstancia, antes de examinar
en cuanto al fondo la queja de la solicitante de amparo,
este Tribunal Constitucional debería de proceder a ana-
lizar, incluso de oficio (SSTC 53/1983, de 20 de junio,
FJ 2; 2/1984, de 18 de enero, FJ 1; 90/1987, de 3
de junio, FJ 1, y 50/1991, de 11 de marzo, FJ 3), el
posible óbice procesal en el que podría incurrir la deman-
da de amparo por falta de agotamiento de la vía judicial
previa [art. 44.1 a) LOTC], en cuanto la Sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia pudiera ser sus-
ceptible de recurso de revisión (art. 1.796.4 del Real
Decreto de 3 de febrero de 1881, de promulgación de
la Ley de Enjuiciamiento Civil).

Dado que ningún dato permite siquiera sustentar la
afirmación que al respecto efectúa la recurrente en
amparo, procede, sin más, examinar la cuestión de fondo
que plantea en su demanda.

3. Los actos procesales de comunicación son el
soporte instrumental básico de la existencia de un juicio
contradictorio, ya que sin un debido emplazamiento las
partes no podrían comparecer en juicio ni defender sus
posiciones. En este sentido, desde la STC 9/1981, de
31 de marzo, es reiterada doctrina constitucional que
el art. 24.1 C.E. contiene un mandato implícito al legis-
lador y al intérprete para promover la defensa procesal
mediante la correspondiente contradicción, lo cual lleva
a exigir en lo posible el emplazamiento personal de los
demandados, y que tal emplazamiento ha de ser rea-
lizado por el órgano judicial con todo cuidado, cumplien-
do las normas procesales que regulan dicha actuación
a fin de asegurar la efectividad real de la comunicación.
Con arreglo a la indicada doctrina, la citación o empla-
zamiento por edictos, aunque en sí misma no es contraria
a las exigencias del art. 24.1 C.E., sólo resulta admisible
cuando no conste el domicilio de quien deba de ser
emplazado o se ignore su paradero, pudiendo utilizarse
sólo como remedio último de comunicación del órgano
judicial con las partes procesales. Así, pues, el uso de
los edictos impone con carácter previo al órgano judicial
una diligencia específica, que implica el agotamiento de
todas aquellas modalidades de comunicación capaces
de asegurar en mayor grado la recepción por su des-
tinatario de la notificación a realizar y que, por esto mis-
mo, aseguran también en mayor medida la posibilidad
de ejercer el derecho de defensa. Este deber de diligencia
incluye, desde luego, el cumplimiento de las formalida-
des legalmente exigidas en cada caso, pero no puede
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reducirse a una mera legalidad de la comunicación, pues
la cuestión esencial estriba en asegurar que el desti-
natario del acto efectivamente lo reciba, debiendo ser
agotadas todas las formas posibles de comunicación per-
sonal antes de pasar a la meramente edictal. Es decir,
la citación o el emplazamiento hecho por edictos, cuya
recepción por el destinatario del llamamiento judicial no
puede ser demostrada, ha de entenderse necesariamen-
te como último y supletorio medio, al que sólo cabe
acudir cuando efectivamente el domicilio no fuera cono-
cido, siendo en principio compatible con el art. 24.1
C.E., siempre y cuando se llegue a la convicción razo-
nable o a la certeza del hecho que le sirve de factor
desencadenante, esto es, no ser localizable el deman-
dado, a cuyo fin la oficina judicial ha de agotar las ges-
tiones de averiguación del paradero por los medios nor-
males a su alcance.

Finalmente, en el marco de la doctrina constitucional
reseñada, se ha precisado, en supuestos de procesos
seguidos inaudita parte, que las resoluciones judiciales
recaídas en los mismos no suponen una vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva, cuando el afectado
no ha puesto la debida diligencia en la defensa de sus
derechos e intereses, bien colocándose al margen del
proceso mediante una actitud pasiva con el fin de obte-
ner una ventaja de esa marginación, bien cuando pueda
deducirse que poseía un conocimiento extraprocesal de
la existencia del litigio en el que no fue personalmente
emplazado (SSTC 80/1996, de 20 de mayo, FJ 2;
81/1996, de 20 de mayo, FJ 3; 121/1996, de 8 de
julio, FJ 2; 29/1997, de 24 de febrero, FJ 2; 49/1997,
de 11 de marzo, FJ 2; 86/1997, de 22 de abril, FJ
1; 99/1997, de 20 de mayo, FJ 4; 118/1997, de 23
de junio, FJ 2; 165/1998, de 14 de julio, FJ 3; 7/2000,
de 17 de enero, FJ 2, y 12/2000, de 17 de enero,
FJ 3).

4. A la luz de la doctrina constitucional expuesta,
ha de ser analizada la queja de la demandante de
amparo.

Como se ha dejado constancia en los antecedentes
de esta Sentencia, el Juzgado de Primera Instancia, una
vez admitida a trámite la demanda de juicio de cognición,
acordó el emplazamiento de la recurrente en amparo
en el domicilio señalado en el escrito de demanda por
la parte actora, sito en la calle Pío XII, núm. 2, 1.o, de
A Coruña. Para llevar a efecto el emplazamiento, un agen-
te judicial se trasladó al indicado domicilio y extendió
diligencia en la que hizo constar que, tras no contestar
nadie a las llamadas efectuadas en el citado domicilio,
«el vecino del segundo manifiesta que [en] el piso pri-
mero no vive nadie y que le resultaba desconocida» la
demandada y ahora solicitante de amparo. El Juzgado
de Primera Instancia, a la vista del resultado negativo
de la diligencia de emplazamiento, dio traslado a la parte
demandante en el proceso a quo, quien solicitó que se
emplazara a la demandada mediante edictos a publicar
en el «Boletín Oficial» de la provincia y en el tablón de
anuncios del Juzgado. Petición a la que accedió el órgano
judicial, quien ordenó que por este medio se emplazará
a la demandada, siendo declarada en rebeldía, al haber
transcurrido el plazo concedido para comparecer sin
haberlo efectuado. A partir de este momento, todas las
actuaciones procesales con la recurrente en amparo, des-
de la Sentencia estimatoria de las pretensiones actoras
hasta la toma de posesión por el adjudicatario de la
vivienda que le fue embargada, se entendieron mediante
edictos publicados en el «Boletín Oficial» de la provincia
y en el tablón de anuncios del Juzgado.

Las circunstancias que concurren en el presente
supuesto conducen necesariamente a la estimación de
la demanda de amparo. Como pone de manifiesto el
Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones, el Juzgado
de Primera Instancia no actuó con el cuidado y la dili-

gencia exigibles a los órganos judiciales en la práctica
de los actos procesales de comunicación, pues tras resul-
tar infructuoso el primer y único intento de emplaza-
miento de la recurrente en amparo en el domicilio que
se señalaba en la demanda, el órgano judicial, sin adoptar
diligencia alguna mediante la cual pudiera llegar a la
determinación de que su domicilio era desconocido o
se encontraba en ignorado paradero, se limitó a oír a
la parte actora y, sin más, accedió a su solicitud de que
se procediera al emplazamiento edictal de la deman-
dante de amparo. No concurría, sin embargo, el pre-
supuesto necesario para acudir a esta modalidad de
emplazamiento, cual es, como se ha señalado, la con-
vicción razonable o la certeza del hecho que le sirve
de factor desencadenante, esto es, no ser localizable
la demandada, dado su carácter subsidiario y remedio
último para la comunicación entre el órgano judicial y
las partes procesales.

Ante el resultado infructuoso de aquella diligencia
de emplazamiento, el órgano judicial omitió el examen
de los autos u otras actuaciones posibles, a fin de com-
probar si existía cualquier otro dato que hubiera posi-
bilitado la localización del domicilio de la parte deman-
dada en el proceso judicial y, en consecuencia, permitido
un nuevo emplazamiento directo de la misma. Basta con-
siderar que, de haberse efectuado el referido examen
con la atención y diligencia exigible, se hubiera podido
comprobar que en una de las dos facturas expedidas
a nombre de la ahora recurrente en amparo, que como
documentación se adjuntaban a la demanda, figuraba
manuscrito un número de teléfono, que no podría ser
otro, lógicamente, como advierte el Ministerio Fiscal, que
el de la demandante de amparo y que correspondía,
como se acredita con la documentación que se aporta
con la demanda de amparo, a su domicilio. Así, pues,
sin necesidad de entrar en cualquier otra consideración
sobre otros posibles medios de localizar a la demandante
de amparo, en este caso está claro que si la oficina
judicial hubiera puesto una mayor atención en el examen
de los autos, así como si la parte demandante hubiera
actuado con el cuidado que es deseable, se hubiera podi-
do encontrar desde un principio a la recurrente en ampa-
ro para citarla personalmente, sin necesidad de acudir
al subsidiario y excepcional método edictal.

Si a ello se añade que del examen de las actuaciones
no se desprende que la solicitante de amparo hubiese
actuado con negligencia o tuviese un conocimiento
extraprocesal del litigio, sólo cabe concluir que el órgano
judicial, al acudir a su emplazamiento por edictos sin
agotar previamente los medios que tenía a su alcance
para localizar su domicilio, no satisfizo las exigencias
derivadas del derecho a la tutela judicial efectiva y causó
a la recurrente en amparo una real y efectiva indefensión
al no poder personarse en el proceso a fin de defender
sus derechos e intereses, lo que sólo aconteció, una
vez que tuvo extraprocesalmente conocimiento del mis-
mo, cuando ya había concluido incluso la vía de apremio.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo y, en su virtud:

1.o Declarar que en las actuaciones del juicio de
cognición núm. 328/1994 del Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 7 de A Coruña se ha vulnerado el derecho
de la demandante de amparo a la tutela judicial efectiva
sin indefensión (art. 24.1 C.E.).



28 Viernes 14 abril 2000 BOE núm. 90. Suplemento

2.o Restablecerla en su derecho y, a tal fin, anular
las actuaciones del referido juicio desde el momento
inmediatamente anterior a aquel en el que fue emplazada
mediante edictos para que sea de nuevo emplazada per-
sonal y debidamente con todas las garantías.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a trece de marzo de dos mil.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Andón.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guilermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

7035 Sala Primera. Sentencia 66/2000, de 13 de
marzo de 2000. Recurso de amparo 4.570/96.
Promovido por don Francisco Domínguez Galin-
do frente a la sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Cádiz que, desestimando su apela-
ción, confirmó la denegación de su pretensión
de que se rectificase una noticia referida a su
persona aparecida en el diario «Europa Sur».
Vulneración del derecho a la tutela judicial (ac-
ceso a la justicia): apreciación de que la deman-
dada civil de rectificación era extemporánea
que incurre en error patente.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; y don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.570/96, interpuesto
por don Francisco Domínguez Galindo, bajo la repre-
sentación procesal del Procurador de los Tribunales don
Luciano Rosch Nadal y asistido por el Letrado don Fede-
rico Fernández Rodríguez, contra la Sentencia de la
Audiencia Provincial de Cádiz, Sección Quinta, de 24
de octubre de 1996, recaída en autos del juicio verbal
civil núm. 446/1992, sobre rectificación de una noticia
al amparo de lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/1984,
de 26 de marzo, Reguladora del Derecho de Rectifica-
ción. Ha comparecido la entidad «Federico Joly y Com-
pañía, S. A.», bajo la representación procesal del Pro-
curador de los Tribunales don Julián Sanz Aragón, y
asistida por el Letrado don José Ramón del Río y García
de Sola, y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Pre-
sidente, don Pedro Cruz Villalón, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
16 de diciembre de 1996, proveniente del Juzgado de
Guardia de Madrid, en el que había ingresado el 13
de diciembre del mismo año, don Francisco Domínguez
Galindo, bajo la representación procesal del Procurador
de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal y asistido
por el Letrado don Federico Fernández Rodríguez, inter-
puso el presente recurso de amparo contra la Sentencia

de la Audiencia Provincial de Cádiz, Sección Quinta, de
24 de octubre de 1996, por la que se desestimó el
recurso de apelación interpuesto contra la del Juzgado
de Primera Instancia núm. 1 de Algeciras, de 24 de
noviembre de 1995, recaída en autos del juicio verbal
civil núm. 446/92, confirmando la denegación de la rec-
tificación pretendida por el recurrente con base en lo
dispuesto en la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo,
Reguladora del Derecho de Rectificación, por haber sido
formulada extemporáneamente su demanda. El deman-
dante de amparo alega la vulneración de su derecho
a la tutela judicial efectiva sin padecer indefensión (art.
24.1 C.E.) a consecuencia del manifiesto error en el que
incurrió la Audiencia Provincial al computar los plazos
para ejercer la acción de rectificación.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) En fecha 30 de octubre de 1992, fue publicada
una noticia en el diario «Europa Sur», cuyo contenido
se refería al ahora recurrente. Este ejercitó su derecho
de rectificación con arreglo a la Ley Orgánica 2/1984,
de 26 de marzo. Para ello remitió escrito de rectificación
al director del citado periódico, a través de conducto
notarial, el 6 de noviembre de 1992, quedando así cons-
tancia de la fecha de envío y recepción. Como se acreditó
en el acta notarial, de la tarjeta de acuse de recibo resul-
taba que con fecha 10 de noviembre de 1992 (aparece
otra fecha a mano: 13 de noviembre) se hizo entrega
de la carta que contenía la rectificación.

b) Transcurridos los tres días naturales que la men-
cionada Ley otorga al receptor para divulgar o publicar
la rectificación, sin que ello hubiera tenido lugar, a tenor
de lo dispuesto en el art. 4 de la misma, el recurrente
ejerció la acción de rectificación ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Algeciras el día 18 de noviembre de
1992, como se hizo constar en la diligencia de pre-
sentación.

c) El Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de la
mencionada ciudad dictó Sentencia el 24 de noviembre
de 1995 denegando la rectificación pretendida por con-
siderar que el escrito remitido por el actor al diario «Eu-
ropa Sur» no establecía claramente los hechos sobre
los que debía versar la rectificación pretendida (art. 2
Ley Orgánica 2/1984), ni se había ejercido el derecho
en los plazos establecidos para ello, por cuanto «no apa-
rece (sic) que el ejercicio del derecho de rectificación
se efectuara dentro de los siete días naturales siguientes
al de la publicación que se pretende rectificar, de tal
forma que permita tener constancia de su fecha y de
su negación» (fundamento de derecho 2).

d) Interpuesto recurso de apelación contra la reso-
lución anterior, la Audiencia Provincial dictó Sentencia
desestimatoria del recurso, sin entrar en el fondo del
mismo, al advertir que la acción de rectificación se había
ejercido de forma extemporánea. No obstante, antes de
llegar a esta conclusión señala: «En el supuesto de autos,
consta en las documentales que se aportaron con la
demanda, que la actora y apelante remitió el escrito rec-
tificador al Director del diario “Europa Sur”, haciéndolo
el día 6 de noviembre de 1992 y utilizando para ello
el conducto notarial por lo que al haberse publicado
la noticia que se desea rectificar en el ejemplar de fecha
30 de octubre de 1992, se ejerció el derecho en legal
forma». Con este argumento se rebate la extempora-
neidad, en cuanto al ejercicio del derecho frente al medio
de comunicación, apreciada por la Sentencia de instan-
cia. Sin embargo, se sigue afirmando: «Conforme al
artículo 3 de la citada Ley el Director del medio de comu-
nicación dispone de tres días para publicar o difundir


